
CURSO PRÁCTICO DE ACTUALIZACIÓN EN CONCURSOS Y QUIEBRAS.
COLEGIO DE ABOGADOS DE SAN MARTÍN.

Jueves 04 de Mayo de 2017, 14 hs. Dra. Marisol Martinez

PRONTO PAGO. INFORME LABORAL DEL SÍNDICO. VERIFICACIÓN DE CRÉDITOS EN CONCURSOS Y QUIEBRAS. CASOS PARTICULARES: ESCRITURACIÓN. TÍTULOS DE CRÉDITO. EJECUCIONES HIPOTECARIAS.

COMENTARIO DE JURISPRUDENCIA ACTUALIZADA
Verificación de créditos. Revisión. Morigeración de intereses por el juez concursal. 
Una serie de resoluciones en la línea del reconocimiento al poder de imperium del que se encuentra investido el magistrado a cargo del proceso universal, para decidir sobre la suerte de las verificaciones de crédito, el carácter concursal o no de los créditos, resultando  irrelevante a tales efectos la calificación que hiciera otro magistrado, incluído el juez laboral, tanto como que mantiene facultades para revisar cuestiones como intereses impuestos, en algún caso la capitalización de intereses, todo a los fines de una necesaria homogeneización del pasivo concursal, función del trámite de verificación de créditos.
En el fallo “Beau SA sobre quiebra, Incidente de revisión de crédito promovido por AFIP – DGI”, del 12/04/2016, la Sala A resuelve la prevalencia de la facultad del órgano judicial a mérito del art. 656 C.C. (receptada por el art. 794, segunda parte CCCN), para restringir la sanción compulsiva impuesta por el Fisco, por sobre la legitimidad del derecho del organismo a su imposición. 
Ante la evidencia de desproporción de valores económicos en juego, e intereses calificables de “excesivos” o “usurarios”, los jueces deben restablecer la compatibilidad entre la tasa de interés y el orden moral.
El fallo relaciona el control de intereses excesivos con la pauta del art. 279 CCCN, que determinando el objeto del acto jurídico, excluye el hecho contrario a la moral, buenas costumbres, el orden público o lesivo de los derechos ajenos. 
Así impone la reducción de los réditos pactados, en términos de equidad, determinándose la nulidad parcial de los intereses en exceso, impuestos con mecanismos de capitalización (anatocismo) o tasas usurarias, los que aún aplicados como respaldatorias del  cumplimiento de las obligaciones tributarias, no otorgan al Estado un "bill de indemnidad". 
Los conceptos de esta “saneadora” tendencia se repiten en autos “Transporte Metropolitano Sur SA sobre concurso preventivo, Incidente de revisión de crédito promovido por Fisco Nacional AFIP – DGI-” de la misma Sala A, fecha 15/04/2016. 
La competencia del juez concursal en la calificación del crédito como “concursal” o “post concursal”, es reafirmada en la causa, “Antonio Espósito SA le pide la quiebra Vargas Jorge Antonio y otros”, Sala D, Octubre 6 de 2016, donde se declara no oponible al concurso, la diversa calificación efectuada en sede laboral, toda vez que la competencia en materia concursal es de orden público, siendo “el juez del proceso universal el único habilitado para definir tal cuestión”. Para así resolver, los camaristas tienen en cuenta que  incumbe al juez concursal decidir sobre la inclusión o no del crédito en el pasivo, de acuerdo a la fecha de su “causa”,
como hecho, acto o relación jurídica que la engendra y le sirve de fundamento; la “causa fuente”.
Así, se resuelve, siendo la causa de la acreencia el accidente de trabajo sufrido por el acreedor, y dado que dicho accidente ocurrió con anterioridad a la presentación en concurso, el crédito es de naturaleza preconcursal.
Si bien la ley concursal vigente, excluye del fuero de atracción concursal los procesos de conocimiento –incluídos los laborales-, y, por lo tanto, la sentencia a dictarse en tales procesos, no resultará “verificatoria”, sino que alcanzará sólo el carácter de “título verificatorio” (art. 56 LCQ), la verificación del crédito a tramitarse con ese título, sigue integrando el imperium del juez concursal.
Créditos fiscales.Causa. Prescripción
Respecto de los créditos fiscales, cupo a la Sala B, en la causa “Xin Shi Ji SA sobre quiebra, Incidente de verificación de crédito de Estado Nacional – Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca”, fallo del 17/10/2016, centrar en el “incumplimiento” como causa primitiva de la obligación tributaria, y anterior a la presentación en concurso, el crédito a  verificar en los términos del art. 32 LCQ, y no en el certificado de deuda que cuantificó la multa, emitido con posterioridad a la sentencia administrativa. Se argumenta por el contrario que sostener que el certificado de deuda emitido por el Fisco fuera la causa de la obligación, pondría en manos del acreedor la fecha inicial del plazo de prescripción. 
Devenido el proceso concursal en quiebra, consideraron los camaristas que el reclamo se encontraba prescripto, no pudiendo resurgir para ser verificado en la quiebra. 
Se citaron numerosos precedentes: misma Sala, in re “Argus Publicidad S.A s/concurso preventivo s/ incidente de revisión por DGI”, del 21/8/07; Sala D, in re “Telenor S.A. s/ quiebra - incidente de verificación por A.F.I.P.-D.G.I.”, del 29/12/15; Sala C, in re “Modelar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente por DGI”, del 6/4/93. 
No se reconoce tampoco en el fallo, efecto suspensivo en los términos del artículo 56 LCQ a las actuaciones administrativas realizadas por el incidentista, indicando que pudo haber pedido verificación de modo eventual o condicional mientras continuaba con la actuación administrativa, ya que la demora de más de dos años no puede beneficiar al incidentista y perjudicar a la masa concurrente. 
La sindicatura había sostenido que la sanción aplicada era exigible desde que la disposición que la impuso adquirió firmeza, y que la emisión del certificado de deuda no era imprescindible para su verificación en el concurso.
En el caso, el dictamen fiscal transitó por el criterio opuesto, opinando debía hacerse lugar al recurso de apelación, dejándose sin efecto la prescripción declarada en primera instancia. 
Indicó que desde la emisión del certificado hasta el inicio del incidente de verificación no se había cumplido el plazo de 6 meses previsto por el art. 56 LCQ.  Recordó que la prescripción prevista por el art. 56 LCQ no es aplicable en el ámbito de la quiebra, no encontrándose prevista más que para el concurso preventivo, no siendo susceptible de aplicación analógica, citando jurisprudencia. 
El dictamen fiscal expresa que “la deuda fue determinada mediante un procedimiento administrativo y que ese proceso no concluyó con el dictado de la Disposición N° 274 sino que, como se relató precedentemente, prosiguieron las actuaciones a fin de verificar si la multa había sido abonada y posteriormente reunir la información previa a la emisión del certificado de deuda para su posterior remisión a los fines de iniciar el cobro judicial”. 
Concluye la funcionaria, que el plazo previsto por el art. 56 LCQ debe computarse a partir de la emisión del certificado de deuda aludido, por lo que al momento en que se inició el incidente de verificación el plazo en cuestión no habría expirado. Agrega que el titular de la acción no se abstuvo de ejercerla ni abandonó su derecho, teniendo la concursada conocimiento por su intervención en el expediente administrativo, por lo que considera no corresponder declarar operada la prescripción. 
La interpretación de la Fiscalía General sobre el instituto de la prescripción y los plazos del art. 56 LCQ fueron extensamente explicitados en el fallo plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, Junio 28 de 2016, “Trenes de Buenos Aires SA sobre concurso preventivo, Incidente de verificación por Jiménez Asunción Elsa”.	 
En el caso los magistrados de la Sala B, hicieron hincapié en el incumplimiento, siendo tradicional la regla que establece que el tributo liquidado en procedimientos de determinación de oficio (con base real o presunta) configura causa suficiente a los efectos de los arts. 32, 126 y 200 de la LCQ, en tanto no haya sido cuestionada la legalidad del procedimiento, la constitucionalidad de la ley que lo regula o la posibilidad de defensa por parte del deudor o del síndico, debiendo encontrarse claramente acreditada la existencia, legitimidad y causa de la deuda insinuada, surja del proceso de determinación administrativo o el mismo se complete al solicitar verificación en forma precisa (CNCom, Sala D, 24/02/2009, Sanitarios Aducci e Hijos, Suplementos Concursos y Quiebras LL, 0101/1900, 65; CNCom, Sala D, 10/10/2008, Mantovana de Servicios SA, LLonline).
Por su parte, la Sala E, Noviembre 22 de 2016, en autos “Javider SA sobre Incidente de revisión de crédito por Administración Federal de Ingresos Públicos”, señala que la distinción entre la causa y el título surge del propio art. 32 LCQ. 
Considera configurada la causa del crédito si el incumplimiento de la deudora se produjo antes de la falencia, lo que autoriza el requerimiento de verificación.
Así, aún cuando se distingue entre la causa, la obligación que ella genera, y el título que la expresa, “así como del procedimiento para determinar la cuantía de lo reclamado”, al conferirse autonomía a la multa en razón de la fecha de emisión del título, se omite ponderar si su causa es anterior a la falencia mientras conforme a la ley de concursos ese elemento confiere aptitud para requerir la verificación. 
Luego, si la deudora se encontrara en insolvencia, ello es suficiente a los efectos de descartar que corresponda sancionarla por los incumplimientos de que se trata. 
Se destaca, el reconocimiento de la naturaleza, e improcedencia de la multa fiscal en caso de insolvencia.
La Sala A, en autos “Reefer Control Service SA sobre quiebra, Incidente de verificación de créditos por la AFIP”, fallo del 14/07/2016,  reconoce la legítima facultad del Fisco de imponer intereses sancionatorios ante la mora por la falta de pago oportuno del tributo o contribución, con fundamento en la necesidad de atender los gastos del Estado, sanciones compulsivas, si bien ésta no implica cercernar la facultad genérica del órgano judicial de restringir la sanción punitoria en el marco del art. 656 Código Civil, actualmente receptada por el art. 794, segunda parte, CCCN. 
Propugna el reconocimiento a los magistrados de la facultad de morigerar los intereses susceptibles de ser calificados de “excesivos” o “usurarios”, en supuestos en que por las circunstancias del caso, se manifieste desproporción de los valores económicos en juego, tornando necesaria su recomposición en términos de justicia.  
Si bien no existe una base legal que determine cuál es la tasa que debe reputarse “excesiva” o “usuraria”, corresponde a los tribunales establecer la compatibilidad entre la tasa de interés y el orden moral, invalidando, no ya el pacto de intereses en sí mismo, sino la tasa de esos réditos, en la medida que se la juzgue exorbitante. 
Se resolvió en el caso, la reducción de los réditos pactados en términos de equidad, determinándose la nulidad parcial de los intereses en exceso.
Se coincide en denegar al Estado, en tanto encargado de tutelar el recto proceder de los ciudadanos, un “bill de indemnidad” para aplicar tasas que contradigan esa misma finalidad, “pues el primer custodio de la moralidad debe ser el propio Estado”. 
Se menciona el “principio de finalidad” atinente a la tributación, el que exige que todo impuesto tenga un fin de interés general, de beneficio colectivo, cómun o público, y no el enriquecimiento del Estado.
Un laborioso dictamen fiscal recuerda a la Convención Americana de los Derechos Humanos -más conocida como "Pacto San José de Costa Rica”- en sus arts. 21 inc. 3 declara que “tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibida por la ley” (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional reforma del año 1994); el delito de usura, tipificado por el art. 175 bis del Código Penal. Establece en la norma del artículo 623 C.C. un límite al reconocimiento de intereses -entre compensatorios y punitorios-, en total, hasta un tope que no supere una vez y media la tasa que cobra el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones ordinarias de descuento a 30 días, sin capitalizar.
Las tasas de interés excesivas generan una ilicitud del objeto de la obligación general que se traduce, bajo la óptica del art. 279 CCCN en una nulidad absoluta y parcial que no cabe considerar subsanada ni aún por una suerte de consentimiento tácito (conf. arts. 12 y 279 CCCN) por lo cual es deber de los jueces "integrar" las obligaciones -contratos- o sentencias, en este caso, cuando sus soluciones deban ser morigeradas por apreciarlas exorbitantes.
Saludable tratamiento del crédito tributario en lo concursal. 
Capitalización de intereses. Protección del crédito laboral
En los autos “Piccin Guillermo Oscar sobre quiebra”, la Sala C, en fecha 20/10/2016, resuelve la improcedencia de la capitalización de intereses reclamada tanto por el acreedor hipotecario cuanto por el acreedor laboral y el cesionario de su crédito, en cuanto confirma el rechazo (parcial) de las impugnaciones planteadas al informe final del art.218 LCQ.
Para así decidir, reseña que sendos acreedores reclaman la capitalización de los intereses posteriores a la fecha del decreto de quiebra, por aplicación de la pauta establecida en el art. 770 inc. b del CCyC.  Entiende la Sala que la capitalización de los intereses no fue prevista contractualmente: no fue pactada en el mutuo hipotecario o en el acuerdo al que el deudor habría arribado con el banco acreedor, ni lo fue en el convenio de pago celebrado con la acreedora laboral; no habiendo sido solicitada tampoco, al tiempo de insinuarse los créditos en el pasivo concursal; no existiendo referencia en sentido contrario en los informes individuales (art. 35 LCQ) ni en la sentencia verificatoria. 
Así, por aplicación de la pauta del art. 7 CCyC, se resuelve no resultar de aplicación al caso el art. 770 inc. b de ese ordenamiento, el que dispone que “No se deben intereses de los intereses, excepto que: […] b. la obligación se demande judicialmente; en este caso, la acumulación opera desde la fecha de la notificación de la demanda” (sic). 
El fundamento radica en los efectos de la cosa juzgada derivada de la sentencia verificatoria, el principio de preclusión procesal, y la improcedencia de aplicar retroactivamente las disposiciones del art. 770 inc. b del código de fondo.
La Sala comparte la nulidad de la cesión del crédito laboral conforme lo dispuesto en el art. 148 LCT, puesta de manifiesto por la Sra. Fiscal General de la Cámara Comercial. Sin embargo decide que la intervención personal de la acreedora en la apelación, no obsta al tratamiento del recurso, y dispone que el pago del dividendo concursal al acreedor laboral se realice mediante giro judicial al titular de la acreencia. 
El dictamen de Fiscalía General fue de tono opuesto, conteniendo más que interesantes consideraciones, que debieron ser tratadas en el fallo.
Así, expresó, en el ámbito del derecho del trabajo rigen principios específicos como el principio protectorio (art. 14 bis CN), del cual se derivan, por ejemplo, el principio pro operario, la norma más favorable, la condición más beneficiosa, y la irrenunciabilidad de los derechos. Recordó que estos principios son, asimismo, receptados en normas específicas de la ley de fondo, como por ejemplo los arts. 7, 9, 11, 12, 14, 23, 145, de la LCT, y por tratarse de normas de fondo que instrumentan un derecho de raigambre constitucional, rigen la relación laboral independientemente de cuál sea el ámbito en el cual resulte examinada. 
“El derecho no puede ser concebido como un conjunto de compartimentos estancos e incomunicados, sino que cada una de sus ramas debe ser estudiada y aplicada en coherencia con las demás.”(del dictamen de la Dra. Gabriela F. Boquín). 
Agregó que lo contrario equivaldría a negar la existencia de los derechos del trabajador, derechos fundamentales reconocidos con fundamento ontológico en la dignidad de la persona humana. 
[bookmark: inicio]Es propicio repasar el dictamen fiscal: a) el principio de progresividad se encuentra legislado en diversas normas de derecho internacional de los derechos humanos (art. 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos, el art. 2 del Protocolo de San Salvador, el art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros, y además surge del Preámbulo de nuestra Constitución Nacional tanto como del inc. 19 del art. 75). El mismo, en cuanto obligación del Estado de lograr la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, implica dos condiciones: progresividad dinámica, proceder con miras a ese objetivo; progresividad unidireccional, que invalida toda medida que disminuya el grado de realización que los derechos hubiesen alcanzado;
b) principio pro homine, criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los derechos humanos, determinando “estar siempre a favor del hombre”;
c) principio de favorabilidad en la aplicación que de él ha hecho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuanto al tratamiento que deben recibir tanto las remuneraciones del trabajador como sus haberes previsionales dado su carácter alimentario, rechazándose toda fundamentación restrictiva, señalando su inserción en el objetivo de la Constitución Nacional de lograr el bienestar general (Fallos: 289:430; 292:447; 293:26; 328:1602; fallo “Bercaitz”); 
Destaca la Fiscal General, el doble contenido del artículo 770 del CCyCN: el principio general según el cual no se admite el anatocismo; y las excepciones, entre las que se encuentra el caso de obligación demandada judicialmente, en cuyo caso la acumulación de accesorios procede desde la fecha de la notificación de la demanda. 
Si el crédito hipotecario fue reclamado mediante juicio de ejecución y el crédito laboral fue reclamado en sede judicial mediante la insinuación tempestiva (art. 32 LCQ), la capitalización de intereses pretendida resultaría, en principio, procedente (del dictamen de la Sra. Fiscal de Cámara).
Por otra parte recuerda la misma Fiscal que la norma del art. 770 inc.b) CCyCN, debe ser interpretada y articulada (conf. arts. 1 y 2 C.C.C.) con la disposición del art. 771 C.C.C. que en cierto modo la complementa: “…Los jueces pueden reducir los intereses cuando la tasa fijada o el resultado que provoque la capitalización de intereses…”  “…excede, sin justificación y desproporcionadamente, el costo medio del dinero para deudores y operaciones similares en el lugar donde se contrajo la obligación…”. Explica que la norma contiene la doctrina elaborada con anterioridad que dispone que en tanto la capitalización arrojara resultados desproporcionados podía ser dejada de lado aun cuando se sustentara en sentencias firmes.
Consideró que, en tanto las acreencias aún no habían sido abonadas, se trataba de relaciones jurídicas no consumidas, y por lo tanto le eran aplicables las normas del nuevo CCCN, a tenor de lo dispuesto en el art.7 del Código Civil y Comercial de la Nación sancionado por ley 26.994, de cuya aplicación inmediata quedan a salvo derechos amparados por garantías constitucionales, conforme se ha expedido ya la Corte Suprema, cuya intangibilidad, como la propiedad misma, se encuentra amparada por el artículo 17 de la Constitución. 
Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que, cuando bajo la vigencia de una ley, el particular ha cumplido todos los actos y condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en ella para ser titular de un determinado derecho, debe considerarse que hay derecho adquirido, pues la situación creada por esa ley se transforma en una situación concreta e individual en cabeza del sujeto que, como tal, se hace inalterable y no puede ser suprimida por ley posterior sin agravio del derecho de propiedad consagrado por el artículo 17 de la Constitución Nacional (Fallos 296:723; 298:742; causa C.63.XXIV “Cassin”, del 31/10/94; Fallos 163:156; 184:621; 199:467; 202:5; 280:228; 305:899; 296:737; 307:305).  A su vez, explicó el criterio del máximo Tribunal que deniega un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones, las que pueden cambiarse, incluso con efectos retroactivos, pero siempre que no medie vulneración de los derechos definitivamente incorporados al patrimonio de la persona a la que se pretende aplicar la nueva ley (Corte Suprema, “Estévez”, Fallos 251:78). 
Respecto al cómputo de los intereses posteriores a la falencia, de la redacción que al artículo 129 LCQ le diera la ley 26684, reconociendo a los acreedores laborales el derecho a percibir los intereses compensatorios devengados con posterioridad al decreto de quiebra; se expide el dictamen fiscal sobre una interpretación de los intereses compensatorios inclusiva de los moratorios, con cita de Adolfo A. N. Roullion, quien recuerda que los “...los créditos laborales no devengan intereses compensatorios stricto sensu (pues estos presuponen el uso de un capital ajeno, prestación ajena al contrato de trabajo), sí en cambio devengan intereses moratorios que compensan al trabajador dependiente por la falta de cumplimiento en término de las obligaciones dinerarias de carácter alimentario, a cargo del empleador. Estos últimos también son intereses compensatorios en sentido amplio, y a ellos refiere la ley al establecer la segunda excepción a la regla de cristalización del pasivo posterior a la quiebra...”
De este modo a criterio de la Dra. Gabriela F. Boquín, respecto del crédito laboral, sólo quedarían suspendidos los intereses punitorios o sancionatorios. 
SINDICO. INFORME ART. 56 LCQ. LEGITIMACIÓN
La Cámara Civil y Comercial de San Isidro, Sala Primera, en Junio 28 de 2016, autos “M.B.C.F. SA contra C.S. De Transporte sobre Incidente”, destaca que en el incidente de verificación tardía, está expresamente previsto que las partes son sólo el acreedor y el deudor debiendo el síndico emitir un informe al concluir el período de prueba (art. 56, párrafo 9º de la ley 24.522), cumpliendo un rol de asesoramiento técnico del juez respecto de la procedencia o improcedencia del crédito insinuado en forma tardía. Por lo tanto le deniega un derecho subjetivo en el concurso preventivo, dejándose a salvo que hubiera evidencia de "concilium fraudis" o razones de orden público. 
A la sazón, se recuerda la legitimación que sí detenta en la quiebra, en virtud de lo dispuesto en el artículo 110 LCQ. Tercer Juzgado de Procesos Concursales de la Ciudad de Mendoza. Primera Circunscripción Judicial (Juez: Pablo González Masanes), Abril 22 de 2016, “KLP Emprendimientos SA sobre Megaconcurso”. 
La resolución del artículo 36 LCQ, como tal, aporta en este caso una galería de temas relativos a la verificación de créditos, entre otros varios. 
El juez afirma tratarse de "... un acto procesal que es una verdadera sentencia de conocimiento pleno (Cámara, Héctor, El concurso preventivo y la quiebra, T. I, p.710; Suprema Corte de Justicia de Mendoza, LS 217-132 y LS 187-469)...". 
Debemos decir que el comentario no se corresponde con la etapa de verificación tempestiva de la ley 24522, artículos 32 y siguientes, durante la cual el acreedor cumple con la "indicación" al síndico, de los datos que la ley requiere (monto, causa, privilegios, etc.), en el domicilio que el mismo fija a tales fines, en forma completamente extrajudicial, sin necesidad de patrocinio letrado, y cuyo trámite se limita al ejercicio de las facultades que el síndico detenta conforme artículo 33 LCQ y concordantes, la posibilidad del deudor y demás acreedores "peticionantes" de formular impugnaciones y observaciones a los pedidos de verificación (artículo 34 LCQ), el derecho de los trabajadores de solicitar información (artículo 34, último párrafo introducido por la ley 26684 a la LCQ), la opinión fundada del síndico (artículo 35 LCQ), y, dentro de los diez días, la decisión del juez “sobre la procedencia y alcances de las solicitudes formuladas por los acreedores” (artículo 36 LCQ). Asimismo, si bien el artículo 37 LCQ declara el carácter de “cosa juzgada salvo dolo” de la sentencia que declara “verificado” el crédito, carácter que también adquieren aquellas que los declaran admisible o inadmisible, una vez firme la sentencia de revisión o la que resolviera la apelación posterior, mucho se ha analizado el status de esta cosa juzgada, pronunciándose tanto doctrina cuanto jurisprudencia, acerca de la “crisis de la cosa juzgada verificatoria”.[footnoteRef:1] [1: Boquín, Gabriela Fernanda, “Excepción de Cosa Juzgada y Crisis de la Vía Verificatoria”, en Nuevas tendencias en la jurisprudencia societaria y concursal, Fundación para la Investigación y Desarrollo de las Ciencias Jurídicas, Buenos Aires, 2009, p.105 y siguientes.
] 

La ríspida verificación de un título abstracto, cheque, en el concurso, omitiéndose en el caso, la presentación del cartular, fue sorteada sobre la base de considerarse acreditado el vínculo obligacional con el deudor (se habría acreditado la causa de los cheques de pago diferido, no presentados, mediante facturas), y el carácter “pro solvendo” –y no, “pro soluto”- del cheque. Procedió, entonces, la declaración de admisibilidad bajo la condición suspensiva de ser acompañado efectivamente, el cheque al proceso.
Por otra parte, consideramos cuestionable la premisa del juez, que: “opta por la admisibilidad bajo condición suspensiva porque estimo que es la interpretación que mejor armoniza al régimen concursal con el de los títulos de crédito, además de promover la realización de los principios de celeridad y economía procesal.”(sic), parece justificar tal aserto en una presunta conveniencia de evitar al insinuante la tramitación del recurso de revisión, “(con los gastos y dilaciones que ello irroga)”, o bien una verificación tardía “generando nuevos gastos y demoras, inclusive vertiendo serias dudas respecto de si la sentencia verificatoria en su contra ha hecho cosa juzgada” (en contraposición con lo afirmado en el primer considerando de la sentencia). “Es así entonces que dejando despejada la vía para hacer valer el crédito en el concurso, se promueve la fluidez en el cumplimiento de los obligados de regreso. En otras palabras, se intenta que la onda expansiva del concurso preventivo tenga la menor violencia posible.” (sic) 
Por otra parte, a estos créditos declarados admisibles bajo condición suspensiva, les veda “derechos políticos” por no considerarlos existentes con cita del art. 343 CCC, no debiendo tampoco ser tenidos en cuenta para la base del acuerdo y cómputo de mayorías. Inclusive se determina que, cumplida la condición de aportar el cheque al proceso, sólo serán tenidos en cuenta si ese cumplimiento se hiciera efectivo antes de que sea dictada la resolución de categorización. 
Si bien se pronuncia por la admisibilidad, con condicionalidad y le veda derechos, trasuntan algunas de las consideraciones, un ejercicio del imperium jurisdiccional extendido hasta el punto de arrogarse facultades “legislativas”, evidenciando fundamentación pseudo práctica, y una dudosa objetividad en las decisiones, que favorecerían al insinuante acreedor cuando debería primar el interés general del concurso.
La suerte del arancel es decidida con sujeción a la del crédito principal, con cita de doctrina. 
La falta de personería, no resolviendo el fondo del asunto, no tendría efecto de cosa juzgada con relación a la existencia y legitimidad del crédito, en cambio la falta de pago de arancel (art. 32 LCQ) impide la recepción de la solicitud de verificación, en ambos casos con cita de Rivera, Roitman y Vítolo. 
El crédito pagadero en el extranjero y originado por un mutuo otorgado a la concursada por Banque Heritage S.A. (Uruguay), luego cedido a Frivord Company S.A. – sociedad también constituida en el Uruguay, de acuerdo al tercer párrafo del art.4º LCQ, con cita de Rouillón, el principio de reciprocidad sería aplicable tanto en el concurso como en la quiebra, y su acreditación constituye “recaudo de admisibilidad a la concurrencia”, faltante la cual se declara inadmisible el crédito.
No falta la mención de la clásica doctrina de los fallos plenarios Translínea S.A. c/ Electrodinie S.A. (CNCom. en pleno, 26/12/79,JA 1980-I-594; LL 1980-A-332, ED 85-520) y Difry S.A.(CNCom. en pleno 19-06-80, LL 1930- C-78; ED 88-583), para títulos abstractos, letra de cambio o pagaré el primero, cheque el segundo plenario, que impone la invocación y prueba de las circunstancias determinantes del acto cambiario, con evidente fundamento en evitar la manipulación de mayorías mediante libramiento de títulos “abstractos”, obviamente en fraude de los acreedores, con connivencia.
Dentro del repertorio de temas: la subordinación del crédito del accionista, reconocido que fuera aportante financiero constante y que permitiera mantener la operatividad de la concursada, y siendo ostensible que las sociedades son integrantes del mismo agrupamiento empresario. Así, bajo la apariencia de mutuo debió operar como aporte de capital, encontrándose la sociedad infracapitalizada, para evitar la disolución por pérdida del capital social, requiriendo el aporte de capital suficiente para la consecución de su propósito empresarial (art. 96 LGS). Así, demostrado el aporte dinerario, el crédito fue reconocido, pero tratándose de una relación intrasocietaria, sólo podría ser liquidado una vez satisfecho el pasivo social; evitando el traslado del riesgo empresario a los acreedores, con el consecuente enriquecimiento del patrimonio social y por ende de los accionistas con cita de elaborada doctrina del maestro Richard Efraín Hugo, fallos de la Cámara Nacional Comercial, y artículos 151; 159 y concordantes LCQ. 
Similar objeción recibe en autos “Dinan SA sobre quiebra, Incidente de revisión de crédito de Mandamientos e inversiones y otro”, del 24/05/2016, por la Sala B, en que se cuestionaran avales prestados por la fallida a otra sociedad del mismo grupo cuando la sociedad se hallaba en estado de cesación de pagos, siendo la situación “asimilada al supuesto del socio que presta dinero a la sociedad”, a fin de evitar el uso del mecanismo para frustrar la función de garantía que a la noción de capital resulta inherente. Se destaca asimismo que la interpretación contraria importaría reconocer la posibilidad de trasladar el riesgo comercial propio a terceros, lo cual es inadmisible y justifica que los créditos así originados, sólo puedan ser admitidos con el carácter de subordinados.
Se excluye de la base para el cómputo de mayorías concursales a los accionistas Grupo Cinco S.A. y Operadora Reconquista S.A., respondiendo a una dirección unificada, y siendo la actuación conjunta de estos dos socios determinante en la formación de la voluntad social o, al menos, determinada por un grupo de control, con cita de conocidos precedentes (JNCom. Nro. 16, Telearte S.A. Empresa de Radio y Televisión; Corte de la Provincia de Entre Ríos, Sagemuller S.A. s/concurso preventivo, incidente de impugnación), y art. 45 LCQ: “La prohibición no se aplica a los acreedores que sean accionistas de la concursada, salvo que se trate de controlantes de la misma.”
Se cita la opinión conteste de la Dra. Villanueva sobre la aplicación de la norma del art. 67 in fine de la ley 24.522, en cuanto veda el voto de un acreedor que es parte de un ‘agrupamiento’ integrado por la concursada, aun en el caso de no tratarse de un ‘concurso en caso de agrupamiento, ya que la única diferencia estaría dada por la exclusión de voto mecánica, en este último caso.
Se destaca la facultad judicial de morigerar tasas aún en el caso de créditos fiscales, ampliada dicha facultad por la aplicación del art. 771 CCCN, citándose precedente de la Suprema Corte de Justicia de Mendoza que señalara la necesidad de expedirse sobre los intereses en concreto, y reducir las tasas que resulten excesivas provocando un enriquecimiento indebido del acreedor.
Con fundamento en la estabilidad del acto administrativo procede a declarar admisibles bajo condición resolutoria, créditos por impuestos recurridos sin resolución administrativa por la concursada, y a las resultas de sus decisorios.
Respecto de las multas establecidas según determinaciones practicadas, sin acompañarse resolución que las estableciera, las declara admisibles en carácter de quirografario condicional bajo condición suspensiva.
El caso de solicitudes de verificación correspondientes a sujetos diferentes, en un mismo escrito, pero abonándose un solo arancel, es resuelto de modo lindante con lo disparatado en tanto, se selecciona, de entre los acreedores peticionantes, por orden alfabético, atribuyéndose el pago del arancel a uno de ellos, considerando procedente el pedido de verificación del mismo, declarando abstenerse del tratamiento de las restantes dos peticiones contenidas en un mismo escrito, con el agregado de algunas consideraciones, las cuales, a la luz del modo en que se resuelve carecerían de procedencia. 
IRRENUNCIABILIDAD PRIVILEGIO LABORAL
Fallo emblemático resulta el dictado en autos “La Uruguaya Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ quiebra s/ incidente de verificación de crédito por Vera Mario Roberto Ortiz Auger, Verónica H”, expediente N°: 104229/2001/2/CA1, Sala E, 19/04/2016. 
El mismo resulta superador del carácter de cosa juzgada de la sentencia verificatoria, con fundamento en atribuir el carácter de error al no reconocimiento del privilegio general del crédito laboral, en mérito, nada menos, que a su condición de irrenunciable. 
Se destaca la argumentación con base a principios que minuciosamente desarrolla el dictamen de la Sra. Fiscal General de la Cámara Comercial, Dra. Gabriela F. Boquín. La misma invoca los principios “pro homine” y de autonomía personal, conjugándolos con los principios de favorabilidad, irrenunciabilidad del crédito laboral, el principio de aplicación de la norma más favorable al trabajador y, en general, el principio protectorio del trabajo (art.14 bis CN), concluyendo de modo irrebatible que el individuo gravemente enfermo careció de posibilidad de optar libremente, lo que determina la completa exclusión de cualquier presunción de renuncia. 
La Sala entiende que el justo resultado al que arribara la decisión apelada, no debe ser obstruído por un excesivo rigorismo formal, incurriéndose en una renuncia consciente a la verdad jurídica objetiva que “es incompatible con el servicio de justicia (CSJN, “Colalillo Domingo c/Cía. De Seguros España y Río de la Plata”, Fallos: 238: 550).”
El contundente reconocimiento del carácter imperativo del régimen de derechos laborales, los principios que lo animan, su entidad constitucional y convencional, su carácter de normas de fondo independientes del ámbito jurídico de su aplicación, surgen elocuentemente explicitados del dictamen fiscal emitido en el caso -La Uruguaya Argentina Compañía de Seguros S.A.-, pero también en precedentes como Lanci Impresores S.R.L., y Macchi, con 
relación a la entidad del derecho a la prestación alimentaria, a la vida, la ancianidad, la discapacidad y las obligaciones del Estado como consecuencia de compromisos asumidos en tratados internacionales, destacando una visión renovada y muy plausible de la jurisprudencia de la Cámara Nacional en lo Comercial. 
CAUSA FUENTE. INDICACIÓN
La Sala D, CNCom, Octubre 18 de 2016, en autos “Cooperativa de Créd. Consumo y Vivienda Independencia Ltda. sobre quiebra, Incidente de revisión de crédito promovido por Valiensi María Isabel y otros”, recuerda que el artículo 32 LCQ impone al acreedor insinuante la carga de formular al síndico el pedido de verificación, “indicando” monto, causa y privilegios, demostrando la causa del pretendido crédito, entendida como la “causa fuente” y no la "causa fin”. Es decir, indicar su antecedente, de dónde nace la obligación, no limitándose a presentar el documento que instrumenta la obligación, sino explicar y demostrar fundadamente el negocio jurídico que la origina. 
La doctrina ha puesto el acento en el verbo “indicar” (art. 32 LCQ) para interpretar una diferencia, sutil en teoría, entre la verificación tempestiva, en la que el acreedor debería limitarse a indicar la causa de su crédito, atentas las facultades y recursos que detenta el síndico (artículo 33 y concordantes LCQ), y la verificación tardía en la que, tramitando por incidente y no ya formulando pedido al síndico, deberá acreditarse exhaustivamente la causa de la obligación cuya verificación pretende. 
Si bien esto pudiera ser así desde lo literal, desde lo pragmático es necesario tener presente que la oportunidad de formular el pedido de verificación al síndico no es sólo el cumplimiento de una carga formal para ser tenido en cuenta en el concurso, sino que es “la oportunidad” de obtener para el crédito una calificación de “verificado” o “admisible” en la próxima sentencia de verificación del artículo 36 LCQ, condición que habilitará al acreedor a prestar su conformidad o no (votar) a la propuesta concordataria a ofrecer por el concursado.  
Perdida esa oportunidad, se encontrará perdida definitivamente la posibilidad de participar en la “votación” de la propuesta de acuerdo, ya que el factor temporal se lo impedirá, y, asimismo, deberá, en caso de interponer recurso de revisión y, eventualmente, luego recurso de apelación, contra la sentencia que resulte dictada en la revisión. Por ello, desde un criterio de prudencia y diligencia deberá acreditar exhaustivamente la causa de su crédito, ofreciendo y produciendo cuanta prueba resultare procedente a tales fines, y ello en la intención de resultar incluído en el futuro acuerdo. 
No otra es la interpretación que se impone a la luz de la doctrina de los plenarios Difry y Translínea con Electrodinie, para el cheque el primero y la letra de cambio o el pagaré, el segundo.
COMPENSACIÓN. ALLANAMIENTO
La improcedencia de la compensación, como regla, se recuerda al banco en cuanto debe abstenerse de compensar sus créditos con los del cuentacorrentista concursado, debiendo verificar su crédito, lo que no puede eludir ni siquiera frente a la presencia de un pacto de compensación expreso, en fallo de la Sala D, Octubre 6 de 2016, “Cía. Argentina de Marketing Directo SA sobre concurso preventivo, Incidente art. 250 Cpr.”.  
En cuanto a la figura del allanamiento, la Sala C, Octubre 26 de 2016, en autos “Veinfar Industrial y Comercial SA sobre concurso preventivo, Incidente de verificación de crédito por Mauri Mariano”, decide su implicancia concursal, respecto de la verificación de un cheque, señalando que el allanamiento formulado por la deudora, no es dirimente en el ámbito concursal. Se recuerda la carencia de poder vinculante para el magistrado, de cualquiera de las opiniones vertidas en el curso del procedimiento, en principio.
En particular el allanamiento debería ser corroborado por otros elementos idóneos, a diferencia de su valor en procesos individuales. 
En el caso se trató de un cheque que habría sido destinado a cancelar dos facturas, rechazado por carencia de fondos en cuenta, evaluado como un primer indicio de la existencia de un saldo insoluto, amén de la explicación del síndico sobre un modus operandi de la concursada. 
La misma Sala y en el mismo concurso, “Veinfar Industrial y Comercial S.A. s. concurso preventivo s/ incidente de piezas separadas (AFIP- DGI)”, Sala C, en trascendente fallo de fecha 15/03/2016, siguiendo los argumentos del dictamen de la Fiscal General de la Cámara Nacional en lo Comercial, se expide sobre la irrazonabilidad de la limitación del ejercicio del derecho de defensa en juicio (art. 18 CN), que establece la reglamentación introducida por el Poder Ejecutivo, RFAFIP 3587/14, en cuanto impone el desistimiento o allanamiento de los incidentes de revisión o acciones vinculadas a deudas en trámite judicial o administrativo como condición para la adhesión de la concursada al plan de facilidades de pago que establece dicha resolución, y, por lo tanto, su inexigibilidad.
El magistrado de primera instancia había juzgado contradictorio que la concursada se someta al régimen y a su vez, lo tache de inconstitucional, que todo derecho patrimonial es renunciable, no habiéndose demostrado la turbación del derecho constitucional.
El dictamen fiscal analiza detenidamente la R.G. 3587/14 establece que “de tratarse de contribuyentes o responsables fallidos, la solicitud de adhesión al presente régimen deberá efectuarse por la totalidad de las deudas que mantengan con este Organismo, respecto de obligaciones impositivas, aduaneras y de los recursos de la seguridad social. No resultará procedente la solicitud de facilidades de pago que incluya deuda en forma parcial”. 
El art. 6, por su parte, establece que “Los responsables deberán, en el momento que resulte procedente, allanarse o desistir y renunciar a toda acción y derecho, incluso al de repetición, y hacerse cargo de las costas que pudieran corresponder, en los siguientes supuestos: a) Cuando se trate de deudas que se encuentren en curso de discusión administrativa, contencioso-administrativa o judicial, o en ejecución fiscal, y; b) en el caso que hubiera iniciado incidente de revisión de la deuda oportunamente declarada admisible”. 
Se dispone que el responsable presentará el formulario de declaración jurada Nº 408 (Nuevo Modelo) en la dependencia de este Organismo en la que se encuentre inscripto y que resulte competente para el control de sus obligaciones fiscales.	
Se advierte, que el requisito de acceso al plan de facilidades consistente en la renuncia o desistimiento de las acciones en trámites o futuras fue incorporado por vía reglamentaria, por la autoridad de aplicación mediante la suscripción de una disposición administrativa, la que si bien no dictada por el poder ejecutivo, resultan aplicables los límites específicos que la Constitución Nacional determina para los reglamentos ejecutivos o de ejecución: no alterar el espíritu de la ley reglamentada con excepciones reglamentarias, lo cual no obsta a que, como ha interpretado reiteradamente la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pueda sí contener apartamientos literales que no comprometan la sustancia de la ley (CSJN, 12/09/95, “Barrose, Luis A.”, fallos 318:1707; 19/05/99, “AADI- CAPIF, Asoc. Civil”, fallos 322:775, citado por Comadira Julio Rodolfo en “Derecho Administrativo Argentino”, pág. 23, Editorial Porrúa México, “006). 
El requisito adicional de renuncia al derecho no sólo a que la autoridad judicial determine definitivamente lo adeudado, sino incluso, de futuras acciones de repetición de lo pagado indebidamente pagado, en su caso. 
Continúa el dictamen precisando que el examen de razonabilidad de la norma debe resultar del confronte entre la Constitución y el derecho, tal como el mismo ha quedado luego de su reglamentación legal (con cita de Bianchi Alberto, “Dinámica del Estado de Derecho”,  pág. 102, Depalma, 1996). Recuerda a Marienhoff, quien enseñara que dado que la garantía de razonabilidad con sustento genérico en los arts. 28 y 33 de la Constitución Nacional, es dable afirmar que lo irrazonable es inconstitucional. 
Llega así a la conclusión que tratándose de un plan de facilidades mediante el cual se abona el 100% de la deuda tributaria, ninguna razonabilidad puede guardar el requisito adicional de la RG 3756/14 de renuncia total e incondicionada a un derecho patrimonial, con la necesidad de incorporar lo adeudado al Tesoro del Estado. 
Configuraría inclusive un acto prohibido al concursado conforme la norma del art. 16 LCQ, implicando la renuncia a un derecho patrimonial un acto de disposición susceptible de alterar la situación de los acreedores concursales, y un acto de liberalidad.
VERIFICACIÓN DE CRÉDITOS. PLAZOS DEL ART. 56 LCQ. PRESCRIPCIÓN
La dirimente cuestión de los plazos de las acciones de verificación relacionados con la álgida materia de la cristalización del pasivo necesaria y funcional a la dinámica del concurso preventivo –y también de la quiebra- fue beneficiada por la introducción de un plazo para las verificaciones posteriores al vencimiento del plazo de verificación tempestiva por la ley 24522, art. 56, lo que constituyó una novedad en nuestro derecho.
Ese plazo, si bien indicaba en forma expresa la consecuente prescripción (art. 56, párrafo 7º., versión originaria ley 24522), no se encontró exento de discusión doctrinaria y jurisprudencial.
La cuestión del plazo de prescripción para la verificación de las sentencias recaídas en acciones tramitadas fuera del juzgado concursal, cuando la normativa concursal lo impedía fue resuelta jurisprudencialmente en el sentido del reconocimiento de su efecto interruptivo, aún cuando se había planteado y resuelto también la inoponibilidad y aún la anulabilidad de la actuación judicial extraconcursal. Esto sobre la base de la nota de Vélez Sársfield al artículo 3986 C.C.: “aunque la demanda sea nula, prueba la diligencia de quien la interpone” (HEREDIA, PABLO D.; Tratado Exegético de Derecho Concursal. Ley 24.522 y modificatorias. Comentada, anotada y concordada, T2, Buenos Aires, Ábaco; 2.000, pág. 275) 

1)Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en Acuerdo Extraordinario en la causa “Trenes de Buenos Aires S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación  por Jimenez Asunción Elsa” (Expediente N° 26.684/2011), del 28/06/2016.
La reforma de la ley 26086, al mismo tiempo que acotó notoriamente el fuero de atracción concursal disponiendo la tramitación ante los jueces “naturales” de gran cantidad de procesos, en particular los de conocimiento y, entre ellos, los de conocimiento laborales (reforma al artículo 21 LCQ), agregó al artículo 56 LCQ el complejo párrafo 8º., a partir del cual se dispararon las más diversas interpretaciones, de las que da cuenta el “virtual” fallo plenario de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial en Acuerdo Extraordinario en la causa “Trenes de Buenos Aires S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación  por Jimenez Asunción Elsa (Expediente N° 26.684/2011), del 28/06/2016.
Es que como previo se trató respecto de la “ultraactividad” con que se procedió a la reunión de las Salas de la Cámara en plenario, una vez derogado el artículo 303 CPCC por la ley 26853 (art. 11), con fundamento en los derechos adquiridos por el litigante que obtuviera la concesión del recurso con anterioridad a tal derogación.
Si bien la Cámara así reunida decide por unanimidad la procedencia del recurso, la Sra. Fiscal General de la Cámara se expide sobre la carencia de fuerza obligatoria en los términos del derogado artículo 303 CPCC, del fallo que resulte dictado.
En un fallo dividido, el voto de la mayoría, que entiende que la solución es impuesta por la claridad de la letra legal, conceptualiza a los dos plazos contenidos en el artículo 56 LCQ (de dos años y seis meses) como de prescripción, y, además, supletorios entre sí.
A modo de demostración por el absurdo, se considera la hipótesis en que la sentencia a verificar hubiera sido dictada antes del vencimiento del plazo de dos años, en particular se pregunta por la sentencia recaída un día antes del vencimiento del plazo de dos años, descartándose el carácter de dispensa de una prescripción que aún no se encontraría cumplida. De otro modo, se sostiene, se atribuiría al mismo plazo diferente condición jurídica según el diez a quo del plazo tuviera lugar antes o después de transcurrido el plazo abreviado de dos años previsto para la prescripción concursal. 
En puridad ninguno de los dos últimos supuestos esgrimidos para resolver por los camaristas, resulta dirimente, y por la misma razón: si el plazo de dos años no se hubiera agotado aún, ninguna necesidad de dispensa existiría, y lógicamente se trata de dos plazos subsidiarias así que necesariamente tienen un diverso diez a quo.
Se refiere la concordancia con varios precedentes de la mayoría de las Salas del Tribunal en el mismo sentido de tratarse de plazos de prescripción, supletorio el de seis meses para el insinuante que optó por el trámite del proceso en los términos del artículo 21 LCQ. 
Por su parte, el voto de los Dres. Heredia y Vassallo reconoce no tratarse de un caso en el cual la interpretación literal arroje un resultado valioso, proponiendo apropiado indagar lo que la norma dice jurídicamente para “no consagrar una aplicación adversa a sus fines”.
Así consideran inadmisible aceptar que prescripta la acción a los dos años, naciera tiempo después, otro plazo de prescripción, a cuyo vencimiento se produciría una nueva extinción de la acción de verificación tardía, es decir, que una misma acción se extinga dos veces por prescripción.
La postura de los Dres. Heredia y Vassallo atiende a la circunstancia que mientras se desarrolla el trámite del proceso individual de conocimiento fuera del juzgado concursal existe una imposibilidad de hecho de presentarse a verificar, y, atento a que podría extenderse más allá de los dos años, la norma otorga un plazo de seis meses desde la firmeza de la sentencia, para que el acreedor se presente a verificar quedando liberado de las consecuencias de la prescripción concursal cumplida durante el impedimento (art. 2550 del CCCN; art. 3980 CC). “Sobre la base de considerar que se trata de un supuesto análogo al de la dispensa de la prescripción acaecida,...” se atribuiría la naturaleza de aquel plazo: caducidad a los tres meses en el art. 3980 C.C.
Lejos de resultar pacífica la cuestión, y de ser claro el texto legal, los interrogantes vienen a replantearse a la luz de la vigencia de un nuevo Código Civil y Comercial, cuestión tratada profundamente en el dictamen de la Sra. Fiscal General y que no mereciera, empero, consideración por parte de los camaristas. 
Así, si bien el “virtual” plenario resolvería sobre el carácter prescriptivo de los plazos de dos años y seis meses regulados en el artículo 56 LCQ, su carácter independiente, frente a la postura antagónica del voto en minoría que resuelve sobre el carácter de dispensa legal de la prescripción del plazo de seis meses del mismo artículo, calificando a este último como plazo de caducidad, queda sin el debido tratamiento la cuestión de la aplicación de las normas sobre prescripción, suspensión e interrupción, y caducidad introducidas por el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, contenida en el dictamen fiscal, que se inclina por el carácter prescriptivo de ambos plazos.
Asimismo, el dictamen fiscal se expide sobre una cuestión que nunca recibiera adecuado tratamiento desde su introducción, por la reforma de la ley 26086. 
En efecto, la Fiscal General considera que, si bien ambos plazos – 2 años ; y 6 meses- son de prescripción, el efecto de la prescripción de cada uno de ellos es distinto: el vencimiento del plazo de dos años produce la prescripción de la acción (párr.8º.), y su cómputo corre desde el último acto interruptivo. Por su parte, el plazo de seis meses se computaría desde que quedó firme la sentencia dictada en tribunal distinto del concursal, y produciría la prescripción del reclamo de lo percibido por los coacreedores, importando, entonces sí, la calificación de la presentación como tardía (párr.10º.).
La opinión de la funcionaria, reconoce efectividad a una cuestión avizorada[footnoteRef:2] con el dictado de la reforma de la ley 26086, pero negada y desconocida: la implicancia de la pretendida calificación de “no tardía” a una verificación que claramente no es tempestiva, -posiblemente como un deber de conciencia del legislador que imponía el trámite de un proceso en sede no concursal y que, además, necesariamente debía ser replicado en sede concursal presentándose el “título verificatorio” a los fines de su final “verificación”-.  [2:  MARTINEZ, Marisol, “Consideración como no tardíos de los nuevos tardíos. Reforma al párrafo 7o. del art.56 por la ley 26086.” 44 Encuentro de Institutos de Derecho Comercial de Colegios de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, Colegio de Abogados de Mar del Plata, 2006. 
] 


2)CNCom, Sala D, Octubre 18 de 2016, “Madero Tango SA sobre concurso preventivo, Incidente de verificación de crédito por Benítez Luis Felipe”. 
En este caso se rechaza el planteo de inconstitucionalidad del artículo 56 de la ley 24522, con fundamento en la doctrina corriente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que considera la declaración de inconstitucionalidad de la ley como un acto de suma gravedad institucional, la última ratio del orden jurídico. 
Se considera razonable la norma del art. 56 de la ley 24.522, cuya finalidad sería la de cristalizar el pasivo de un deudor concursado preventivamente, fijando un lapso de tiempo prudencial para que todos los acreedores, de modo igualitario, puedan insinuarse. 
Frente al crédito con sustento en una sentencia dictada en sede no concursal con posterioridad a los dos años contemplados en la norma de referencia, procede a examinar la naturaleza (caducidad o prescripción) del plazo adicional de seis meses previsto en la misma norma.
Señala el recurso de inaplicabilidad de ley concedido en los autos “Trenes de Buenos Aires S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito promovido por Jiménez Asunción Elsa” (expte. n° 26684/2011), el que por mayoría responde afirmativamente la calificación de plazo de prescripción del cuestionado plazo de seis meses, determinando que si bien la sentencia plenaria no resulta actualmente de observancia obligatoria, tras la derogación mediante ley 26.853 del art. 303 del Código Procesal, razones de seguridad jurídica y de economía procesal justifican adoptar en el caso la conclusión alcanzada.
En este caso, el incidentista había sostenido que la ley 26.086 introdujo un plazo de prescripción contrario al previsto por la ley civil en su art. 3986 del CCN, defendiéndose sobre el alcance interruptivo de la prescripción de la demanda que iniciara contra la concursada. Adujo la imposibilidad de presentarse a verificar dentro de los dos años de la presentación en concurso, por encontrarse en trámite la acción por despido por ante la justicia laboral. 
El dictamen de Fiscalía propició analizar las modificaciones al instituto de la prescripción por la ley 26.994. 
Así, “mayoritariamente se sostiene que las leyes procesales se aplican de forma inmediata a las causas pendientes, siempre que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos, ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad a las leyes anteriores”, concluyendo que “las modificaciones al Código Civil y Comercial en materia de prescripción son aplicables a los casos en trámite, con los alcances derivados de los arts. 2 y 3 del Código Civil y art. 7 del Código Civil y Comercial de la Nación”, aún cuando la defensa de prescripción fue opuesta antes de la entrada en vigencia del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación. Agrega entonces la Dra. Gabriela F. Boquín, que “el plazo de prescripción de la acción verificatoria, está establecido en la ley concursal, mientras que las causales  de interrupción o suspensión de los plazos de prescripción y los modos de computarlos, es materia regulada por el Código Civil y Comercial de la Nación, la cual rige en forma supletoria.”
El art. 2546 CCC dispone que “el curso de la prescripción se interrumpe por toda petición del titular del derecho ante autoridad judicial” que traduzca “la intención de no abandonarlo”, contra el deudor, “aunque sea defectuosa, realizada por persona incapaz, ante tribunal incompetente, o en el plazo de gracia previsto en el ordenamiento”. 
De esta manera recepta la solución que indica como interruptiva toda manifestación de voluntad de no abandonar o de conservar el derecho que sea efectuada ante cualquier tribunal; primando la interpretación amplia, porque la ley no distingue, en favor de la subsistencia del derecho. 
Ello, en consonancia con el lineamiento que indica que, “debe tenerse presente que las causales interruptivas deben interpretarse estrictamente, pero no pueden serlo ritualmente” (Lorenzetti Ricardo Luis, “Código Civil y Comercial de la Nación Comentado”, Tomo XI, pág. 307, Rubinzal Culzoni, Editores, 2015). 
Sostiene que “la modificación más significativa para la solución del caso, la constituye el art. 2547 CCC, por cuanto establece que el efecto interruptivo permanece “hasta que deviene firme la resolución que pone fin a la cuestión, con autoridad de cosa juzgada formal”, llenando un vacío legal en el código derogado, citando a Lorenzetti. 
Expresamente el dictamen fiscal, manifiesta que de acuerdo a lo dispuesto por el art. 2546, cabe asignar efecto interruptivo a todas las peticiones realizadas ante el juez laboral, que demuestran la intención del acreedor de hacer valer su derecho, entre ellas, la liquidación practicada luego de la sentencia. 
Asimismo, en la interpretación de la funcionaria, el plazo de dos años previsto en el art. 56 de la LCQ no comenzó a correr hasta ese último acto interruptivo, cita el antecedente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, in re “Reversat, Ricardo David y otra c/ Expreso General Sarmiento S.A. s/ incidente de verificación de crédito”.[footnoteRef:3](Este antecedente, si bien del año 2008, no aplica la versión reformada por la ley 26086 del artículo 56). [3: 4 Causa C. 93.969, "Reversat, Ricardo David y otra contra Expreso General Sarmiento S.A. Incidente de verificación de crédito", 02/07/2008.
] 

Se refiere a la norma del art. 56, “…Si el título verificatorio fuera una sentencia de un juicio tramitado ante un tribunal distinto que el del concurso, por tratarse de una de las excepciones previstas en el artículo 21, el pedido de verificación no se considerará tardío, si, no obstante haberse excedido el plazo de dos años previsto en el párrafo anterior, aquél se dedujere dentro de los seis meses de haber quedado firme la sentencia...”, o sea que el plazo de 6 meses es sólo a los fines de no considerarlo “tardío” al acreedor insinuante pero no tiene relación a una reducción del plazo prescriptivo, que siendo de 2 años comienza a correr (art. 2544 C.C.C.) desde el último acto interruptivo  (art 2546 C.C.C.) 
En definitiva, propugna una interpretación de la norma que considere el plazo de 6 meses a los solos fines de no calificar como tardío al insinuante, pero no debe computarse como un lapso adicional o complementario de la prescripción en curso.
El vencimiento del plazo de 6 meses expuesto no afecta la acción ni el crédito del acreedor sino que produciría determinados efectos específicos previstos en la norma en su último párrafo (el acreedor tardío no podrá reclamar de sus coacreedores lo que hubieren percibido con arreglo al acuerdo y el juez fijará la forma en que se aplicarán los efectos ya ocurridos teniendo en cuenta la naturaleza de las prestaciones.) 
Es decir que del dictamen fiscal se desprende el criterio que vencimiento del plazo de 2 años (previsto para deducir la acción) produce la prescripción de la acción (8º párr.), pero su cómputo corre desde el último acto interruptivo. 
Por su parte, el vencimiento del plazo de 6 meses computado desde que quedó firme la sentencia dictada por tribunal distinto (previsto para presentar el título), produciría la prescripción del reclamo de lo percibido por los acreedores importando la calificación de la presentación como tardía (10º párr.).
Así el dictamen concluye sobre la falta de acaecimiento de la prescripción del crédito del trabajador, ratificando el mismo los principios que informan la tutela laboral, de modo contrario a lo resuelto por la Sala D.
La normativa concursal no regula las causales de suspensión ni interrupción para el cómputo del plazo de la prescripción de la acción verificatoria, por lo que resultan aplicables las normas supletorias que al respecto recepta el Código Civil y Comercial (art.2532) (del dictamen de la Sra. Fiscal de Cámara). 

3)CNCom, Sala A, Agosto 18 de 2016, “Pita del Franco y Rodríguez contra Institutos Médicos SA sobre concurso preventivo, Incidente de verificación tardía por Pita del Franco y Rodríguez”.
Interesante fallo que, además del tema prescripción, resuelve otras cuestiones, atento resolver tanto la excepción de prescripción por la concursada, cuanto los recursos de los acreedores privilegiados.
Con cita del antecedente “Trenes de Buenos Aires S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación  por Jimenez Asunción Elsa”, se recuerda la existencia de dos plazos distintos de prescripción en el art. 56 LCQ: a) Para aquellos créditos que no tenían promovido  proceso judicial alguno, ni tampoco estaban autorizados para hacerlo, - la excepción son los procesos laborales – y cuya única vía de ingreso era directamente la verificación en el concurso, rige la prescripción establecida por la ley 24522 de dos años desde la fecha de presentación en concurso preventivo y b) para aquellos créditos exceptuados del fuero de atracción, como lo son los procesos laborales, “procesos de conocimiento en trámite al momento de la apertura del concurso”, y aquellos en que el deudor es demandado como parte de un litisconsorcio necesario, ese plazo se extiende a los seis meses posteriores a la fecha de haber quedado firme la sentencia dictada por el tribunal competente; vencido dicho plazo, el crédito, si ha transcurrido los dos años desde la presentación en concurso, está prescripto. 
Se pondera en el fallo la prescripción que contribuye a la seguridad y firmeza de la vida económica, estableciendo un término para toda obligación, lo cual presupone tanto la expiración del plazo legalmente establecido, cuanto la inacción, inercia, negligencia o el abandono. 
Se consideran los actos cumplidos en actuaciones seguidas contra el concursado, con el fin de lograr la ejecución de la deuda reclamada por los acreedores insinuados en el concurso preventivo, como actos procesales interruptivos de la prescripción, en tanto trasuntan la voluntad del acreedor de mantener vivo el derecho, contradiciendo la presunción de abandono que requiere el instituto de la prescripción liberatoria.
Sobre esa base confirma el fallo la sentencia de primera instancia que rechazara la excepción de prescripción del crédito laboral considerando que la liquidación practicada en sede laboral, posterior a la sentencia constituyó un acto interruptivo en los términos del art. 3986 del Código Civil, atento los incidentistas se encontraban impedidos de obtener los instrumentos necesarios para instar la verificación hasta tanto presentaran en el marco de esa causa la liquidación respectiva, aún “cuando el pedido de verificación se inició vencido el plazo de seis (6) meses desde que quedó firme la sentencia (ley 24.522:56)”.
Sostuvo entonces la Sala “que el plazo de seis (6) meses debe computarse desde la oportunidad en que quedó firme la liquidación practicada”.
Respecto de la apelación por los incidentistas, si bien por una parte recuerda el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re:"Florio y Compañía ICSA s/ concurso preventivo s/ incidente de verificación de crédito por Niz, Adolfo Ramón" del 15/4/04, que resolviera que el acuerdo homologado para acreedores privilegiados especiales era oponible para aquellos cuya acreencia fue verificada tardíamente, sin hacer distinción alguna en cuanto a la naturaleza del crédito insinuado. 
No existiendo norma específica que extienda los efectos del concordato  homologado, respecto de las acreencias que revisten privilegio especial a los créditos que fueran reconocidos tardíamente, la Sala entendió que el mismo espíritu que preside el principio de los arts. 56 y 57 LCQ, impone arribar a una solución legal acorde con él. Así, considera la ratio legis del art. 56 LCQ está enderezada exclusivamente a extender los términos del acuerdo para acreedores comunes, a los quirografarios disidentes, a los tardíos y a los no concurrentes. Esto en razón de que para los acuerdos formalizables, no se contempla de unanimidad (art. 45 LCQ). Sin embargo, como la ley exige unanimidad para la homologación de acuerdo respecto de acreedores con privilegio especial (arts. 44 in fine y 47 LCQ), surgiría  de la propia teleología de la normativa aplicable que, sólo puede alcanzar en sus efectos a todos aquellos a quienes comprende y que concurren a expresar su voluntad totalizadora. Por lo tanto no puede extender sus efectos a quienes fueron tardíos, bien lograron por vía de revisión el reconocimiento del privilegio, o bien porque optaron por la no concurrencia, esto es, ni tempestiva, ni tardía (con cita de Galindez, Oscar A, "Verificación de créditos", pág. 294 y sgtes.).
La norma del artículo 57 LCQ que contempla específicamente los efectos de los acuerdos para acreedores privilegiados, establece la posibilidad de ejecutar la sentencia de verificación ante el juez que corresponda, de acuerdo con la naturaleza de sus créditos, para los acreedores no comprendidos en el acuerdo preventivo. Se relaciona esta disposición tanto con la del artículo 44 de la LCQ, que requiere la unanimidad para homologar un acuerdo preventivo dirigido a acreedores privilegiados especiales, cuanto con el artículo 52 inciso 3º, que veda la imposición del acuerdo a los acreedores con privilegio especial que no lo hubieran aceptado. 
En el caso de acreedores con privilegio especial, cuando se ha presentado un acuerdo para esta categoría, siendo que la ley no requiere unanimidad para la aprobación del concordato, sino el logro de las mayorías legalmente establecidas ( art. 47 LCQ ), la solución que enuncia la ley permite que en relación a los acreedores tardíos o no concurrentes con privilegio general, pueda imponérseles el acuerdo logrado con los restantes acreedores privilegiados, por aplicación analógica del artículo 56 LCQ, habida cuenta de la similitud de situaciones y de la ratio legis que inspira a esta última norma. 
Rechaza el fallo el pronto pago formulado en tanto ese beneficio solo tiene utilidad durante el período que transcurre entre la presentación en concurso y la homologación del concordato. Luego, tratándose de un crédito privilegiado con carácter general, éste se encuentraba alcanzado por el acuerdo homologado para los acreedores de la misma categoría. 
Asimismo, en cuanto se tratara de crédito postconcursal, los incidentistas se encontrarían habilitados para perseguir el cobro del crédito por la vía individual. 
Sin embargo expresan los camaristas que el crédito por honorarios no nace a partir de su cuantificación, sino desde el comienzo de la actividad prestada en el expediente, por lo cual tampoco resultaba postconcursal.
Por último, respecto del devengamiento de intereses, se recuerda el carácter de "norma de orden público" de la ley concursal, en relación al crédito verificado, remite a jurisprudencia pacífica de la Cámara según la cual el crédito por honorarios del profesional letrado de un incidentista laboral no devenga intereses más allá de la presentación concursal, no resultando aplicable el plenario "Excursionistas" (cita: CNCom, Sala D, "María Mater SA s/Concurso Preventivo s/ Incidente de verificación de crédito por Salmoiraghi, Luis Enrique"; íd, Sala E, 09.05.07, "Imap SA s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de verificación por Armella Santos Martín"; íd, 14.02.07, "Joyita SA s/ Concurso Preventivo s/ verificación por Pini"), no cabe mas que rechazar el agravio en estudio debiendo estarse al monto verificado por el juez de grado (conf. esta CNCom, Sala A, 28/2/12, "TTES Metropolitanos Belgrano Sur SA s/ conc preventivo s/ incidente de verificacion (Romero Conrado Emilio)").-

4)CNCom, Sala D, Octubre 4 de 2016, “Obra Social Bancaria Argentina sobre concurso  preventivo sobre Incidente de verificación y pronto pago por Russo, Rodolfo Oscar y otros”.
Otro fallo que debe resolver sobre la naturaleza del adicional de seis meses, atento encontrarse ya vencido el plazo de dos años contemplados ambos en la norma del art. 56 LCQ, atento el planteo de prescripción opuesto por la deudora. 
Para así hacerlo considera que si bien la sentencia plenaria no resulta actualmente de observancia obligatoria, tras la derogación mediante ley 26.853 del art. 303 del Código Procesal, por razones de seguridad jurídica y de economía procesal se encuentra justificado calificar el plazo de seis meses contemplado en el art. 56 de la ley 24.522 como de prescripción. Tratándose de créditos reconocidos en diferente sede, los diversos actos procesales cumplidos en esas actuaciones ajenas al concurso enderezados a obtener la verificación encuadran dentro de los supuestos previstos por el artículo 3986 del Código Civil. 
5) “Obra Social Ferroviaria sobre concurso preventivo, Incidente de verificación de crédito por Dupuy Mirtha Nancy y otro”, la Sala B, el 21 de junio de 2016, reconoce la potestad del magistrado concursal respecto del examen y control del pasivo insinuado en el proceso, sin perjuicio de la “consolidación de deudas”, la que no autoriza a la obra social a no contemplar deudores, sino un procedimiento de cobro de determinados créditos. 
La misma sentencia se expide sobre la prescripción concursal, distinguiendo en la ley vigente dos plazos distintos, para créditos reconocidos en procesos exceptuados del fuero de atracción -como el del fallo-, el plazo se extiende a los seis (6) meses posteriores a la fecha de haber quedado firme la sentencia dictada por el tribunal respectivo, vencido el cual, el crédito, si han transcurrido los dos años desde la presentación en concurso, quedaría extinguido. 
Así resuelve el tema de la prescripción de la verificación tardía concursal, un tema que, pese al tiempo transcurrido desde la reforma que imprimiera al artículo 56 de la LCQ la ley 26086, del año 2006, aún no es pacíficamente interpretado por la jurisprudencia.
[bookmark: _GoBack]DETERMINACIÓN CUANTITATIVA DEL CRÉDITO VERIFICADO EN LA ETAPA DEL CONCURSO PREVENTIVO. 
La Sala F, en fallo del 18/10/2016, autos “Iglesias Silvia Elena sobre quiebra”, se expide respecto de la tarea del síndico en la quiebra indirecta.
Así no corresponde reabrir el debate sobre cuestiones precluídas y pasadas en autoridad de cosa juzgada. 
El recálculo que habilita la ley 24.522, reformada por ley 26684: 202 tiene por exclusiva base la sentencia de verificación obtenida en el concurso preventivo del que deriva la quiebra; más no es un modo de establecer el quantum a la fecha de la sentencia de quiebra, de una acreencia ya reconocida con anterioridad en el pasivo (en el concurso preventivo precedente) y que ha pasado en autoridad de cosa juzgada; no supone un crédito nuevo o distinto del ya insinuado en la convocatoria de acreedores, ni un título diverso del ya presentado por el acreedor cuando se presentó a verificar tempestiva o tardíamente en ella; sólo apunta a una nueva determinación cuantitativa del crédito, referenciada temporalmente al día de la sentencia de quiebra, sin innovar, en los antecedentes ya examinados al tiempo de dictarse la sentencia de verificación o admisibilidad pertinente; de ahí que solamente pueda consistir en computar el efecto novatorio de a LCQ 55; los eventuales pagos hechos en la etapa de cumplimiento del acuerdo preventivo; los intereses devengados hasta la sentencia de quiebra; etc. 
El recálculo del crédito ya verificado previsto por el artículo 202, 2º. párrafo L.C.Q., remedo de la verificación que procedería en el caso de no haber sido obtenida ya en el concurso antecedente, y componente del conjunto de trámites verificatorios previstos en la ley, en este caso sólo para la quiebra indirecta, es uno de los temas con poca prensa en la ley. 
Así es frecuente la omisión por parte de las sindicaturas que deben cumplirlo sin necesidad de petición, y, asimismo, de confusión por parte de acreedores que reiteran una verificación ya cumplida, o bien omiten reclamar a la sindicatura el recálculo cuando no es cumplido por la misma. 
La disposición releva de nueva verificación a los acreedores que la hubieran obtenido ya en el concurso, e impone al síndico la tarea de proceder al recálculo del crédito “según su estado”. 
Este “recálculo” comprende la actualización del crédito ya verificado en el concurso que diera lugar a la quiebra, en el sentido de: 1) que el crédito asuma los efectos del acuerdo homologado que prevén los artículos 55; 56 y concordantes LCQ, en particular la novación -dado que no se procederá al cumplimiento o ejecución del acuerdo, sino que tramitará la quiebra indirecta-; 2) se aplicará la fórmula concordataria en cuanto al descuento de las cuotas concordatarias que ya hubieran sido cumplidas; 3) en el tema de intereses, para el caso de créditos excluídos del acuerdo homologado, el cómputo de los intereses suspendidos por efecto de la apertura concursal (art. 19 LCQ) desde la misma hasta la declaración de la quiebra; en el caso de créditos afectados por el acuerdo homologado sólo se computarán intereses a partir de la mora en el cumplimiento de las cuotas concordatarias; 4) en el caso de nulidad del acuerdo, efectivizar la recuperación de los derechos que tenían los acreedores antes de la apertura del concurso, en proporción a la parte no cumplida del acuerdo declarado nulo (art. 62, inc. 2º. LCQ).  5) en el tema privilegios, debe tenerse presente que renacen los privilegios renunciados por los trabajadores que hubiesen votado (la ley dice “favorablemente”) el acuerdo en caso de quiebra indirecta por falta de existencia de acuerdo o falta de homologación del mismo (art. 43 LCQ). En caso de nulidad, también recuperan el privilegio al que han renunciado para votar el acuerdo todos los acreedores –no sólo los laborales- (art. 62, inc. 4º. LCQ). 
El fallo de la Sala F, en autos “Iglesias, Silvia Elena s/quiebra”, en este sentido aplica adecuadamente la ley, rechazando la pretensión de la recurrente en cuanto, apartándose de la correcta hermenéutica legal, soslayara el carácter de cosa juzgada que pesa sobre la sentencia de verificación obtenida en el concurso preventivo, y la identidad del título por el cual procediera. 
Refieren los camaristas apuntar este recálculo a una “nueva determinación cuantitativa del crédito, referenciada temporalmente al día de la sentencia de quiebra”, computándose el efecto novatorio del art. 55 LCQ, los pagos recibidos en la etapa de cumplimiento del acuerdo preventivo, y los intereses devengados hasta la sentencia de quiebra, con cita de Rouillon, entre otros autores y precedentes jurisprudenciales. 
La Sala, sumando la circunstancia de no haber el fallido impugnado el recálculo de créditos, ni observado el informe general, ratifica la decisión de la magistrada de primera instancia.


